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“SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BS CONTRA GCBA Y OTROS  
SOBRE  OTROS PROCESOS INCIDENTALES”,  Expte:   EXP 28336 / 1 

Buenos Aires,    19  de febrero de 2008. 
 
VISTOS: los autos individualizados en el epígrafe, con el objeto de resolver los recursos 
de apelación interpuestos por la Procuración General de la Ciudad (fs. 214/230 bis vta. y 
232/247 vta.) contra las resoluciones dictadas por la señora Juez de feria el 9 y 14 de enero 
de 2008 (fs. 93/97 y 205/208 vta.); y por la actora con relación a la última mencionada. 
253/256), y 
 
CONSIDERANDO:   
   1. Que en la primera resolución mencionada, la señora Juez de grado 
dispuso, bajo caución juratoria, “suspender la vigencia del Decreto de Necesidad y 
Urgencia 01/2008 y, en consecuencia, ordenó al Señor Jefe de Gobierno, Ingeniero 
Mauricio Macri, que proceda a la designación de los integrantes de los órganos naturales 
de la ObSBA hasta tanto se resuelva en definitiva el presente Amparo” (fs. 93/97). Para 
fundar su decisión, analizó la organización de la ObSBA y destacó que “desde el punto de 
vista orgánico el Señor Jefe de Gobierno está a cargo de la entidad a través de SIETE 
funcionarios: CINCO en las áreas de gestión, UNO en la fiscalización interna y UNO en 
el control de las prestaciones médicas” (fs.95).  
   Expresó que “se ha encomendado a un órgano no institucional como lo es 
el Interventor, una tarea que no es sino la manda legal. Según se está viendo, ahora es un 
decreto el que dispone lo mismo que ya establecía la ley, a la que a su vez modifica en 
cuanto al sujeto obligado a cumplirla. No se expone ni en el Dictamen de la Procuración 
General de la Ciudad de Buenos Aires ni en los considerandos del Decreto de Necesidad 
y Urgencia 01/2008 las razones en virtud de las cuales esas normas y disposiciones 
tendientes a posibilitar la adhesión al Sistema Nacional y consecuente libertad de opción 
para los afiliados, y que debe dictar el Directorio, en su actual integración a partir del 
cambio de autoridades políticas en esta Ciudad de Buenos Aires, sea un impedimento a 
remover mediante la Intervención” (fs. 96). También interpretó los artículos 102 y 103 de 
la CCABA, concluyendo que ellos no evidencian los extremos constitucionales que 
habiliten al Jefe de Gobierno a decidir la intervención de la Obra Social de los 
trabajadores. Añadió que “la facultad constitucional del Poder Ejecutivo de dictar 
"disposiciones normativas" está reglada, lo cual implica que deben acreditarse 
puntualmente de qué circunstancias se trata, en qué radica su excepcionalidad y por qué 
el mecanismo constitucional de sanción de una ley ha de ser dejado de lado y torna en 
consecuencia, necesario que el Ejecutivo asuma tal índole de decisión” (fs. 97).  
  2. Que, por su parte, en la resolución del 14 de enero de 2008, la señora 
Juez de primera instancia suspendió el artículo segundo del decreto 20/2008, en cuanto 
dispone "el cese de sus funciones del Directorio de la Obra Social de la Ciudad de Buenos 
Aires previsto en el artículo 6 de la Ley 472".  En ese contexto ordenó que el directorio de 
la ObSBA continuase en funciones para el ejercicio de los restantes cometidos a su cargo, 
no vinculados a la desregulación ni la reorganización, hasta tanto se resuelva en 
definitiva el presente amparo (fs. 205/208 vta.).  
  Para así decidir, destacó que la ObSBA “ha sido intervenida al solo y único 
efecto de ser desregulada y por lo tanto, el resto de las funciones y atribuciones debe ser 
ejercido por el órgano natural que, como se advierte de una simple lectura de la Ley 
2637, autotitulada de ‘Libre Elección y Reorganización’, no ha desplazado al Directorio 
para las otras funciones que no sean la Desregulación o la Reorganización. Esto se 
compadece con un principio de interpretación restrictiva cuando se trata de situaciones 
de excepcionalidad, a su vez en armonía con otro principio de ley posterior y especial en 
virtud de los cuales, está vigente la norma general y previa que en este caso es la Ley 472 
solo modificada por la Ley 2637 en cuanto a la Desregulación y Reorganización” (fs. 206 
vta.).  



   A continuación sostuvo que existe una contradicción absoluta entre el 
artículo 1 y 2 del decreto reglamentario 20/2008, ya que sólo su artículo 1º se adecua a lo 
dispuesto en la ley 2.637, en tanto no corresponde el cese del órgano natural de la ObSBA.  
   En ese sentido afirmó que “el Ejecutivo ha violado la facultad que le ha 
sido conferida por la Legislatura al ceñirle la atribución que al mismo tiempo le confiere, 
para que designe un interventor, ya que según la ley 2.637, dicho órgano ha sido 
contemplado al solo, único, y exclusivo efecto de proceder a la desregulación. Nada dice 
la ley con relación a las restantes atribuciones las cuales están vigentes por virtud de la 
ley 472, ley que no ha sido modificada aún y que ni ha encomendado dicha modificación 
al interventor ya que como se ha visto, ello constituye el cometido de la nueva comisión 
creada a tal efecto”. Afirmó, que “dado el contexto de situación excepcional, el criterio 
interpretativo no es otro que el restringido dado que lo contrario significaría una 
delegación indebida o una intromisión de poderes” (fs.208). 
   3. Que el representante del Gobierno de la Ciudad solicitó que se declare 
abstracta la primera cuestión decidida, en atención a que la Legislatura de la Ciudad 
sancionó la ley 2.637 mediante la cual se facultó expresamente al Poder Ejecutivo local a 
intervenir la ObSBA, por lo que resultaría inoficioso pronunciarse acerca del decreto de 
necesidad y urgencia 1-GCBA-2008.  
   Por su parte, la señora fiscal ante la Cámara consideró que era necesario 
tratar los agravios planteados respecto del decreto de necesidad y urgencia primigenio.  
  4. Que tal como sostiene la demandada, la sanción de la ley 2.637 torna 
innecesario examinar la existencia, y en su caso, limitaciones de las facultades del señor 
Jefe de Gobierno para disponer -mediante decreto de necesidad y urgencia- la intervención 
de la ObSBA.  
  Al respecto cabe considerar que es atribución de la Legislatura local, crear 
entes descentralizados y reparticiones autárquicas y establecer la autoridad y 
procedimiento para su intervención (art. 80, inc. 17, CCABA). Habiendo ordenado la 
intervención el órgano constitucionalmente facultado para ello, el examen de la validez del 
decreto de necesidad y urgencia aparece como innecesario.  
  Por lo demás, las objeciones planteadas por la actora a fs. 253/256 no 
cuentan con la contundencia necesaria para revocar la decisión de la a quo, ya que parece 
posible admitir que ha sido la Legislatura, en uso de sus atribuciones propias (artículo 80, 
inciso 17, CCABA), quien ha dispuesto la intervención, tal como permite colegir la lectura 
de la ley 2.637, razón que basta para desechar los agravios de la actora.   

 5. Que sentado ello, corresponde abocarse al tratamiento del pedido de 
nulidad de la sentencia de grado expuesto por la demandada. Refiere el Gobierno de la 
Ciudad que la falta de traslado previo en los términos del artículo 15 de la ley 2145, 
conlleva la nulidad de lo resuelto por la a quo.  
  La norma mencionada dispone que el juez previamente debe correr traslado 
a la autoridad pública de la solicitud de una medida cautelar, cuando ésta pudiese afectar 
“la prestación de un servicio público o perjudicara una función esencial de la 
administración”.  
   Ahora bien, mas allá de la interpretación estricta que pudiera hacerse de la 
norma, lo cierto es que los agravios desplegados al respecto no logran demostrar 
acabadamente que el sub lite pudiese encuadrarse en los supuestos previstos por la ley 
para exceptuar el inveterado principio que rige en las medidas cautelares, esto es su 
dictado inaudita parte. Adviértase que conforme los argumentos que postula la 
Procuración General, la situación excepcional prevista por el legislador dilataría sus 
alcances hasta convertirse en la regla habitual, aplicándose a todas las causas en las que se 
ventilara un asunto vinculado al ejercicio de la función administrativa. 
  Por otra parte, toda vez que no deben decretarse nulidades sin la presencia 
de un perjuicio concreto de quien la invoca, y que los argumentos defensivos del Gobierno 
de la Ciudad pueden tener adecuado trámite ante esta instancia, corresponde desestimar el 
planteo de nulidad efectuado. 
  6. Que la intervención de entes públicos no estatales es de suma 
importancia y por ende claramente excepcional. De ahí que deba fundarse también en 
hechos de extrema gravedad que demuestren la prestación deficiente del servicio, no 
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subsanable por medios normales de control, y debe ser temporaria, ya que lo contrario 
implicaría desnaturalizar los objetivos y la competencia del ente.    
  Cabe agregar que la intervención consiste en el control administrativo que 
se hace mediante la designación de un funcionario especial que vigila o que sustituye a 
otro, para restablecer la normalidad del servicio seriamente alterado. La primera especie 
de intervención es la de mero control de vigilancia (intervención preventiva); la segunda 
es de sustitución del órgano (intervención sustitutiva). Si bien en teoría ambos tipos de 
medidas son admisibles, lo cierto es que la primera es menos usual (Ver Juan Francisco 
Linares, Derecho Administrativo, Astrea, Buenos Aires, 1986, p. 332) ya que la atribución 
de vigilancia y de otras formas de control ordinario hace que sólo excepcionalmente sea 
necesaria la de intervención preventiva. Esta se limitaría solo a una vigilancia in situ por 
un “veedor”, pero no sería adecuada en casos de cometidos de mayor envergadura.  
  7. Que el artículo 1º de la ley 2.637, reza: “Facúltase al Poder Ejecutivo a 
intervenir la Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires, ente público no estatal, por el 
término de ciento ochenta (180) días corridos, facultándose al Poder Ejecutivo a 
prorrogar por única vez y por similar plazo esta medida, a fin de dar cumplimiento a lo 
prescripto por los artículos 37 y 38 de la ley N° 472. En caso de disponerse la 
intervención, el interventor convocará a la Auditoria General de la Ciudad a efectuar los 
controles de gestión que le son propios, informando cada noventa (90) días a la 
Legislatura desde el comienzo de la intervención. Asimismo, el interventor elaborará 
informes de gestión que elevará a la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires.”  
   La a quo predicó la “absoluta claridad” (ver fs. 208) de la norma, y por su 
parte la Señora fiscal ante la Cámara propició que su interpretación no resulta unívoca.  
  “La ley es clara -¿clara en qué circunstancias y para quien?” se pregunta 
Vernengo. Y agrega “La interpretación más rigurosamente literal es incapaz de enunciar 
una norma que regule lo mismo que la primitiva interpretación, si de antemano no se ha 
resuelto por un acto de decisión lingüística que ambas tengan el mismo alcance 
prescriptivo o normativo” (Roberto J. Vernengo “La interpretación literal de la ley” 2º ed. 
Abeledo Perrot, Bs. As., 1994. pags. 19 y 49 y sgts.). 
  Para nuestro máximo tribunal: “Por encima de lo que las leyes parecen 
decir literalmente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente, 
es decir, en conexión con las demás reglas que integran el ordenamiento general del país. 
En esta indagación no cabe prescindir de las palabras de la ley, pero tampoco atenerse 
rigurosamente a ellas, cuando tal interpretación sistemática y razonable así lo requiera” 
(Fallos, 241:227; 244:129, etc.). 
   En efecto, si bien asiste razón a la a quo en cuanto a que la norma  faculta 
al Poder Ejecutivo a intervenir la Obra Social por 180 días corridos y a prorrogar dicha 
intervención por única vez y por similar plazo, con el único objeto expresado de dar 
cumplimiento a lo prescripto en los artículos 37 y 38 de la ley 472, resultaría 
prácticamente imposible deslindar las funciones del Directorio y las otras en cabeza del 
Interventor, encaminadas a la pronta adhesión al sistema nacional.  
   Tal como señala la señora Fiscal, la existencia de la intervención podría ser 
incompatible en el caso con la continuidad de las funciones del Directorio. 
   8. Que el punto 2 de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia 
ordenó mantener en funciones al Directorio de la OBSBA para los restantes cometidos que 
“no sean ni la desregulación ni la reorganización”. Si bien se advierte la mesura e 
inteligencia de la decisión adoptada, es difícil superar cierto escepticismo a la hora de 
emprender la búsqueda de una línea que divida en forma rigurosa las tareas dirigidas a la 
inclusión de la Obra Social del catálogo de las demás funciones del Directorio. Por lo 
demás, resulta desalentador imaginar la convivencia de dos autoridades que, podría 
suponerse, tengan distintos intereses, objetivos y prioridades.  



   Es que para emprender la integración al Sistema Nacional legalmente 
impuesta es posible  suponer que deban desempeñarse algunas de las funciones que la ley 
472, en sus artículos 10, 12 y 13 pone en cabeza del Directorio (por ej., aprobar acuerdos, 
convenios, circulares, con organismos de la seguridad, art. 10 inc. f; o definir planes de 
salud, art. 10 inc. h; aprobar el esquema de organización de la entidad, art. 10 inc. j; 
establecer y reglamentar lo atinente al régimen laboral y de administración de sus recursos 
humanos, art. 10 inc. k, entre otras).  
   En ese sentido, en la discusión parlamentaria previa al dictado de la ley 
2.637, se ha destacado que la desregulación debe articularse con la reorganización de la 
ObSBA, única manera de evitar la desfinanciación del sistema (ver intervención del 
Diputado Olivera en la Sesión Extraordinaria del 10 de enero del 2008, VT 1, pag. 17). 
   En consecuencia, el decreto reglamentario, al disponer el cese de las  
funciones del Directorio de la Obra Social, no se presenta como manifiestamente 
contradictorio con la finalidad plasmada por el legislador, sin perjuicio de las dudas que la 
cuestión pudiera generar, las que serán eventualmente examinadas al dictar sentencia de 
fondo. 
   9. Que, por lo demás, tal como destaca la señora fiscal ante la Cámara, 
muchos fueron los precedentes judiciales que contuvieron imposición de multas o 
astreintes diarias directamente en cabeza del Gobierno de la Ciudad, exigibles hasta tanto 
no se diera satisfacción a las pretensiones de quienes prefirieron transferir sus aportes a 
otras Obras Sociales adheridas al sistema nacional.    
   En particular en los autos “Corti, Laura Fabiana c/GCBA s/Amparo”, del 
20 de septiembre de 2006, en el que el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 
confirmó condenas impuestas al Gobierno de la Ciudad, con sustento en reprobar la falta 
de diligencia de la demandada, puesta en evidencia al no subsanar la omisión incurrida por 
la ObSBA en dar acabado cumplimiento a los preceptos contenidos en el artículo 38 de la 
ley 472. En dicho precedente la Dra Ana María Conde y José Osvaldo Casás han 
destacado que “es evidente que, de acuerdo a la ley nº 472, cualquier obstáculo que 
pudiera presentarse para la concreta incorporación de la ObSBA a ese sistema, no 
debiera tener causa en la conducta (activa u omisiva) de los órganos del poder local 
(Ejecutivo o Legislativo) o de los entes de esta jurisdicción (obra social)”. Destacó, 
además que a través del Capítulo IX, “Disposiciones  Generales” del mismo cuerpo 
normativo se encomienda expresamente al Poder Ejecutivo la facultad para “dictar las 
normas reglamentarias de la presente ley, en tanto ellas sean necesarias para posibilitar 
el cumplimiento de las estipulaciones establecidas”. Y continúa el voto indicado, “El 
mandato dirigido al Gobierno de la Ciudad por la presente sentencia no ha perdido de 
vista tales circunstancia. La defensa planteada por la Procuración General se traduce en 
un intento para desplazar toda la responsabilidad sobre el tema a la obra social. Pero 
para acreditar la alegada inexistencia de la omisión imputada, entendemos que la 
interesada debió, al menos, expresar de qué manera ha intentado a lo largo de estos años 
cumplir con la ley nº 472 que establecía el derecho de los afiliados de la ObSBA a la 
libertad de elección de la obra social a partir del año 2003.” 
   Por dicha sentencia, emanada de la máxima autoridad jurisdiccional de la 
Ciudad (firme al momento considerando que el 30 de noviembre el Superior Local 
rechazó el Recurso Extraordinario interpuesto por el Gobierno), se ha conminado al 
Gobierno de la Ciudad a que disponga la pronta regularización de la obra social, a efectos 
de permitir su adhesión y compatibilidad con el régimen integrado nacional de salud 
previsto en las leyes  23.660 y 23.661.  
   Por su parte, la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo y Tributario hizo lugar a una medida cautelar y declaró el derecho de los 
docentes representados por la Unión de Trabajadores de la Educación a ejercer la elección 
de su obra social en los términos del artículo 37 de la Ley N° 472 (Unión de Trabajadores 
de la Educación (UTE) c/CGBA s/Medida cautelar, Expediente N° 6.783/0, del 10/02/03). 
En el precedente citado, además, el Gobierno de la Ciudad planteó su falta de legitimación 
pasiva, defensa que fue expresamente rechazada por la alzada. 
   En el mismo sentido este tribunal ha dictado sentencias condenando al 
Gobierno de la Ciudad en forma conjunta con la Obra Social a realizar las tareas 
necesarias para cumplir con la manda del artículo 38 (ver “Paz Susana c/ ObSBA y otros” 
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del 14/12/07; “Sluzki Sandra c/ GCBA s/ amparo”, 4/12/07; entre muchas otras).   
  10. Que en cuanto al restante requisito que debe evaluarse para admitir o no 
esta medida cautelar, referido al mayor o menor perjuicio que pueda ocasionarse a las 
partes, es posible concluir que la suspensión del acto generaría un mayor perjuicio al 
interés público, teniendo en cuanta que en incontables precedentes se ha destacado el 
deseo de un importante número de trabajadores de optar libremente por otra Obra Social, y 
en varias oportunidades han sido fuertemente criticadas sus prestaciones. 
   Cabe recordar, en particular, las sentencias dictadas por este tribunal en las 
causas “Radunsky Paulina Ana c/ ObSBA s/ medida cautelar”, el 30 de marzo de 2007,  
“Iglesias, Viviana”, (exp. 12703/0) del 20 de junio de 2006; “Gutian Blanco”, (exp. 
14371/1) del 13 de junio de 2005, entre otras, en las que se destacó que la Obra Social 
habría desoído los alcances de la ley 24.901 de prestaciones de atención integral de 
personas con necesidades especiales.    
   Hace ya varios años que en el fuero tramitan numerosas causas en que 
trabajadores de la Ciudad han atacado por insuficientes las prestaciones recibidas, así 
como un importante número de reclamos dirigidos a ejercer el derecho de opción previsto 
en los artículos 37 y 38 de la ley 472. Tanto los jueces de primera instancia, ambas salas 
de la Cámara y el Superior Tribunal, han admitido múltiples demandas, y han ordenado en 
forma reiterada el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 37 la ley 472 (ver la 
jurisprudencia citada por la señora fiscal a fs. 301 vta.). 
   También, debe mencionarse la causa “García Alberto Daniel y otros c/ 
ObSBA s/ amparo”, exp. 11.174/0, del 7 de noviembre de 2006, en el que se destacó la 
actuación obstructiva del curso del proceso de la Obra Social, así como la violación de los 
deberes de probidad y buena fe, con el objeto de dilatar el cumplimiento de obligaciones 
legales, lo que dio lugar a la imposición de una multa por la denunciada y comprobada 
malicia procesal.  
   Luego de conocer la actitud de la ObSBA en incontables precedentes 
judiciales, referidos muchos a la posibilidad del traspaso de afiliados, y otros tantos 
cuestionando el alcance de las prestaciones brindadas, pocas esperanzas podrían abrigarse 
acerca de que la actitud obstructiva de sus autoridades cese sin el accionar de los otros 
poderes del Estado. Hasta el momento, ni la Legislatura al sancionar la ley 472, ni la 
fuerte presión ejercida por numerosos afiliados han podido doblegar tal reticencia, razón 
por la cual el desplazamiento del Directorio, prima facie y en este estado del proceso, no 
se presenta como manifiestamente irrazonable o ilegítimo. 
 
Disidencia de fundamentos del Dr. Esteban Centanaro: 
  1. Que en la primera resolución mencionada, la señora Juez de grado 
dispuso, bajo caución juratoria, “suspender la vigencia del Decreto de Necesidad y 
Urgencia 01/2008 y, en consecuencia, ordenó al Señor Jefe de Gobierno, Ingeniero 
Mauricio Macri, que proceda a la designación de los integrantes de los órganos naturales 
de la ObSBA hasta tanto se resuelva en definitiva el presente Amparo” (fs. 93/97). Para 
fundar su decisión, analizó la organización de la ObSBA y destacó que “desde el punto de 
vista orgánico el Señor Jefe de Gobierno está a cargo de la entidad a través de SIETE 
funcionarios: CINCO en las áreas de gestión, UNO en la fiscalización interna y UNO en 
el control de las prestaciones médicas” (fs.95).  
   Expresó que “se ha encomendado a un órgano no institucional como lo es 
el Interventor, una tarea que no es sino la manda legal. Según se está viendo, ahora es un 
decreto el que dispone lo mismo que ya establecía la ley, a la que a su vez modifica en 
cuanto al sujeto obligado a cumplirla. No se expone ni en el Dictamen de la Procuración 
General de la Ciudad de Buenos Aires ni en los considerandos del Decreto de Necesidad 
y Urgencia 01/2008 las razones en virtud de las cuales esas normas y disposiciones 
tendientes a posibilitar la adhesión al Sistema Nacional y consecuente libertad de opción 



para los afiliados, y que debe dictar el Directorio, en su actual integración a partir del 
cambio de autoridades políticas en esta Ciudad de Buenos Aires, sea un impedimento a 
remover mediante la Intervención” (fs. 96). También interpretó los artículos 102 y 103 de 
la CCABA, concluyendo que ellos no evidencian los extremos constitucionales que 
habiliten al Jefe de Gobierno a decidir la intervención de la Obra Social de los 
trabajadores. Añadió que “la facultad constitucional del Poder Ejecutivo de dictar 
"disposiciones normativas" está reglada, lo cual implica que deben acreditarse 
puntualmente de qué circunstancias se trata, en qué radica su excepcionalidad y por qué el 
mecanismo constitucional de sanción de una ley ha de ser dejado de lado y torna en 
consecuencia, necesario que el Ejecutivo asuma tal índole de decisión” (fs. 97).  
  2. Que, por su parte, en la resolución del 14 de enero de 2008, la señora 
Juez de primera instancia suspendió el artículo segundo del decreto 20/2008, en cuanto 
dispone "el cese de sus funciones del Directorio de la Obra Social de la Ciudad de Buenos 
Aires previsto en el artículo 6 de la Ley 472".  En ese contexto ordenó que el directorio de 
la ObSBA continuase en funciones para el ejercicio de los restantes cometidos a su cargo, 
no vinculados a la desregulación ni la reorganización, hasta tanto se resuelva en definitiva 
el presente amparo (fs. 205/208 vta.).  
  Para así decidir, destacó que la ObSBA “ha sido intervenida al solo y único 
efecto de ser desregulada y por lo tanto, el resto de las funciones y atribuciones debe ser 
ejercido por el órgano natural que, como se advierte de una simple lectura de la ley 2.637, 
autotitulada de ‘Libre Elección y Reorganización’, no ha desplazado al Directorio para las 
otras funciones que no sean la Desregulación o la Reorganización. Esto se compadece con 
un principio de interpretación restrictiva cuando se trata de situaciones de 
excepcionalidad, a su vez en armonía con otro principio de ley posterior y especial en 
virtud de los cuales, está vigente la norma general y previa que en este caso es la ley 472 
solo modificada por la ley 2637 en cuanto a la Desregulación y Reorganización” (fs. 206 
vta.).  
   A continuación sostuvo que existe una contradicción absoluta entre el 
artículo 1 y 2 del decreto reglamentario 20/2008, ya que sólo su artículo 1º se adecua a lo 
dispuesto en la ley 2.637, en tanto no corresponde el cese del órgano natural de la ObSBA.  
   En ese sentido afirmó que “el Ejecutivo ha violado la facultad que le ha 
sido conferida por la Legislatura al ceñirle la atribución que al mismo tiempo le confiere, 
para que designe un interventor, ya que según la ley 2.637, dicho órgano ha sido 
contemplado al solo, único, y exclusivo efecto de proceder a la desregulación. Nada dice 
la ley con relación a las restantes atribuciones las cuales están vigentes por virtud de la ley 
472, ley que no ha sido modificada aún y que ni ha encomendado dicha modificación al 
interventor ya que como se ha visto, ello constituye el cometido de la nueva comisión 
creada a tal efecto”. Afirmó, que “dado el contexto de situación excepcional, el criterio 
interpretativo no es otro que el restringido dado que lo contrario significaría una 
delegación indebida o una intromisión de poderes” (fs. 208). 
   3. Que el representante del Gobierno de la Ciudad solicitó que se declare 
abstracta la primera cuestión decidida, en atención a que la Legislatura de la Ciudad 
sancionó la ley 2.637 mediante la cual se facultó expresamente al Poder Ejecutivo local a 
intervenir la ObSBA, por lo que resultaría inoficioso pronunciarse acerca del decreto de 
necesidad y urgencia 1-GCBA-2008.  
   Por su parte, la señora fiscal ante la Cámara consideró que era necesario 
tratar los agravios planteados respecto del decreto de necesidad y urgencia primigenio.  
  4. Que tal como sostiene la demandada, la sanción de la ley 2.637 torna 
innecesario examinar la existencia, y en su caso, limitaciones de las facultades del señor 
Jefe de Gobierno para disponer -mediante decreto de necesidad y urgencia- la intervención 
de la ObSBA.  
  Al respecto cabe considerar que es atribución de la legislatura local, crear 
entes descentralizados y reparticiones autárquicas y establecer la autoridad y 
procedimiento para su intervención (art. 80, inc. 17, CCABA). Habiendo ordenado la 
intervención el órgano constitucionalmente facultado para ello, el examen de la validez del 
decreto de necesidad y urgencia aparece como abstracto.  
  Por lo demás, las objeciones planteadas por la actora a fs. 253/256 no 
cuentan con la contundencia necesaria para revocar la decisión apelada, ya que parece 
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posible admitir que ha sido la Legislatura, en uso de sus atribuciones propias (artículo 80, 
inciso 17, CCABA), quien ha posibilitado la intervención, tal como permite colegir la 
lectura de la ley 2.637, razón que basta para desechar los agravios de la actora.   
  5. Que el Gobierno de la Ciudad afirma que la falta de traslado previo en 
los términos del artículo 15 de la ley 2145, conlleva la nulidad de lo resuelto por la a quo.  
  Al respecto, y teniendo en cuenta el modo en que se resuelve, toda vez que 
no deben decretarse nulidades sin la presencia de un perjuicio concreto de quien la invoca, 
y que los argumentos defensivos del Gobierno de la Ciudad pueden tener adecuado trámite 
ante esta instancia, corresponde desestimar el planteo de nulidad efectuado. 
  6. Que el artículo 1º de la ley 2.637, dispone: “Facultase al Poder 
Ejecutivo a intervenir la Obra Social de la Ciudad de Buenos Aires, ente público no 
estatal, por el término de ciento ochenta (180) días corridos, facultándose al Poder 
Ejecutivo a prorrogar por única vez y por similar plazo esta medida, a fin de dar 
cumplimiento a lo prescripto por los artículos 37 y 38 de la Ley N° 472. En caso de 
disponerse la intervención, el interventor convocará a la Auditoria General de la Ciudad 
a efectuar los controles de gestión que le son propios, informando cada noventa (90) días 
a la Legislatura desde el comienzo de la intervención. Asimismo, el interventor elaborará 
informes de gestión que elevará a la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires.”  
  Si bien la final dilucidación de la cuestión planteada excede el marco de un 
proceso cautelar, parte de la doctrina sostiene que la intervención no siempre implica la 
sustitución o reemplazo del órgano intervenido, razón que eventualmente permitiría 
interpretar que la atribución de separar a las autoridades no haya sido implícitamente 
deferida al Señor Jefe de Gobierno (ver Juan Carlos Cassagne, Derecho administrativo, 
octava edición actualizada, Buenos Aires, 2006, Lexis Nexis, Abeledo Perrot, T. 1,  p. 
261). Si bien la intervención administrativa no resultaría incompatible con la existencia de 
las autoridades del órgano intervenido, una interpretación literal de la norma, permitiría 
concluir que la limitación al cumplimiento a lo prescripto por los artículos 37 y 38 de la 
Ley N° 472, solo opera como una aposición explicativa del elemento anterior, es decir el 
plazo de prórroga previsto en el mismo artículo (ver al respecto la disquisición planteada 
en la doctrina civilista en torno a la interpretación del artículo 1164 del C.C., y en 
particular la incidencia de un signo ortográfico u otro, coma o punto y coma, 
respectivamente). 
  7. Que sentado lo expuesto cabe destacar que de acuerdo al artículo 15 de 
la ley 2.145 “son requisitos necesarios para el otorgamiento de toda cautelar la 
acreditación simultánea de los siguientes presupuestos: a. Verosimilitud del derecho. b. 
Peligro en la demora.  c. No frustración del interés público. d. Contracautela”.  
  En efecto, en el marco de la ley 2.145 todo sujeto que pretenda la tutela 
anticipada proveniente de una medida cautelar debe acreditar la existencia de 
verosimilitud en el derecho  invocado y el peligro en la demora, ya que  resulta exigible 
que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa 
naturaleza. 
  El examen de la concurrencia del segundo requisito mencionado exige una 
apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer cabalmente si 
las secuelas que pudieran llegar a producir los hechos que se pretende evitar pueden restar 
eficacia al ulterior reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada 
como acto final y extintivo del proceso. En este sentido,  ese extremo debe resultar en 
forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de 
las diversas disposiciones impugnadas. 
  8. Que los extremos relatados no se encontrarían acreditados en autos. En 
efecto, en lo que atañe al sub examine, la medida precautoria en crisis fue otorgada con el 
solo respaldo de las afirmaciones de la actora, y su atendible pero particular interpretación 



del texto de la ley 2.637; pero requieren para su oportuna dilucidación un examen 
profundo al que solo podrá arribarse al fallar la cuestión de fondo. 
  La finalidad del proceso cautelar consiste en asegurar la eficacia práctica de 
la sentencia y la fundabilidad de la pretensión que constituye su objeto no depende de un 
conocimiento exhaustivo y profundo de la materia controvertida, sino de un análisis de 
mera probabilidad acerca de la existencia del derecho discutido, y ello es lo que permite 
que el juzgador se expida sin necesidad de efectuar un estudio acabado de las distintas 
circunstancias que rodean toda relación jurídica. Sin embargo en el reducido ámbito 
cognoscitivo en el que deben ser emanadas resoluciones como la aquí cuestionada, no 
resulta fundado admitir la ilicitud o arbitrariedad de la decisión de remover en forma 
temporaria a los órganos del Directorio, sin que medie un análisis concreto, preciso y 
detallado sobre los elementos y pruebas que, al menos prima facie, la privarían de su 
carácter de acto válido en derecho.  
  Por otra parte, corresponde dejar sin efecto la sentencia teniendo en cuenta 
que la actora no ofreció prueba alguna tendiente a demostrar el perjuicio que le ocasiona a 
sus miembros el acto estatal atacado ni tampoco el peligro que encierra su mantenimiento 
durante un reducido lapso. 
  9. Que, a mayor abundamiento cabe tener en cuenta los numerosos y 
concordantes precedentes de los jueces de primera instancia del fuero, así como de la 
Cámara y del Superior Tribunal, que contuvieron diversas condenas a la Obra Social y al 
Gobierno de la Ciudad, dirigidas a dar satisfacción a las pretensiones de quienes 
solicitaron transferir sus aportes a Obras Sociales adheridas al sistema nacional.    
   En virtud de lo aquí dicho, corresponde hacer lugar al recurso de apelación 
de la demandada y revocar la sentencia apelada. 
     Por las razones expuestas y argumentos concordantes desarrollados por la 
Sra. Fiscal de Cámara en el dictamen que antecede el Tribunal, RESUELVE: revocar la 
sentencia apelada, e imponer las costas de ambas instancias en el orden causado (art. 14 
CCABA). Regístrese, notifíquese a las partes en forma urgente y con habilitación de días 
y horas inhábiles, y a la señora Fiscal en su despacho. Oportunamente, devuélvase. 
   

 
 

Eduardo Angel Russo                                                                   N. Mabel Daniele 
Juez de Cámara                                                       Jueza de Cámara 
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